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REPÚBLICA DE COLOMBIA  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD  

Medellín, catorce (14) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

ACCIÓN TUTELA 

ACCIONANTE MARIA ROQUELINA URRUTIA MOSQUERA 

ACCIONADA COLPENSIONES Y OTRO 

RADICADO 05001 31 03 001 2021 00031 00 

INSTANCIA Primera 

PROVIDENCIA  Sentencia Nº  

TEMA ACCIÓN DE TUTELA DEBIDO PROCESO  

 

 I. ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el despacho a proferir sentencia dentro de la presente acción de tutela 

instaurada por la señora MARIA ROQUELINA URRUTIA contra la JUNTA 

REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA y 

COLPENSIONES. 

 

Igualmente procede el despacho conforme a lo estipulado en el artículo 22 del 

Decreto 2591 de 1991, el cual permite que el juez tan pronto llegue al 

convencimiento de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin necesidad de 

practicar las pruebas solicitadas.  

 

   II RESUMEN DE LOS HECHOS QUE MOTIVAN LA ACCIÓN: 

 

Informa al solicitante en el escrito de tutela en síntesis que, ella pertenece al 

Régimen General de Seguridad Social y encontrándose en una situación de 

enfermedad por problemas del manguito rotador, fue calificada en un primer 

momento por la EPS SURA quien determinó que se trata de una enfermedad 

común; ante ello formulo los recursos a Sura y fue valorada por la Junta Regional 

de Calificación de invalidez que mantuvo el dictamen anterior y se ratificó en la 

calificación en cuanto al origen, y por ello dentro de la oportunidad legal 

interpuso en subsidio el recurso de Apelación y la Junta Regional le dio tramite 

pero no remite el expediente ante la Junta Nacional, hasta cuando Colpensiones 
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que es a quien le corresponde, no cancele los honorarios. Que así la mantienen 

hace dos años de un lugar a otro sin remitir el expediente. 

 

   III LAS PETICIONES 

 

Se pretende con la solicitud que en el término de las 48 horas siguientes a la 

notificación del fallo, se le ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

notifique a Colpensiones su obligación de pagar honorarios a la Junta Regional; y 

a Colpensiones que los sufrague para poder darle tramite al Recurso de 

Apelación, ante la Junta Nacional y se pronuncien sobre el origen de su 

enfermedad.  

 

   IV ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Por auto del 2 de febrero de 2022, se admitió la referida acción y se dispuso 

oficiar a las accionadas para que en un término de dos días se pronunciaran 

sobre los hechos de la tutela.   

 

La notificación a las accionadas se les realizó a través de correo electrónico. 

 

La accionada JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ ANTIOQUIA 

en su respuesta JRCIAN N° 2596-22 manifiesta simplemente que contra el 

dictamen de calificación N° 088464 del 14 de julio de 2020, el dictaminado 

interpuso dentro de los términos legales recurso de apelación; que esa junta 

concedió dicho recurso que por competencia resuelve en segunda instancia la 

Junta Nacional de Calificación; que dentro del citado escrito se indica que el pago 

de honorarios a la Junta Nacional para este caso corresponde a la AFP 

COLPENSIONES, comunicado recibido por esa entidad el 27 de mayo de 2021 a 

través de correo electrónico. 

 

Por su parte COLPENSIONES en su respuesta BZ2022_1330387-0297956 del 04 

de febrero de 2022 manifiesta que, la Junta Regional de Calificación de invalidez 

no le ha dado tramite al recurso de apelación ante la Junta Nacional de 

calificación de pérdida de capacidad laboral para que se pronuncie; por lo que 

solicita que se le ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez que les 

notifique sobre la obligación de cancelar honorarios para poder darle tramite al 

recurso de apelación. 

 

Como quiera, que lo actuado hasta el momento, se ajusta a las preceptivas 

procesales que para el caso establece la ley, deduciendo que no existe violación 
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alguna a las garantías concedidas a las partes, se pronunciará la decisión que en 

derecho corresponda, previas las siguientes; 

 

V. CONSIDERACIONES: 

 

De la competencia. El Artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, establece que es 

competente para conocer de la acción de tutela, a prevención, el Juez o Tribual 

con jurisdicción en el lugar donde ocurriese la violación o amenaza que motivan 

la presentación de la solicitud, teniendo en cuenta además lo reglamentado sobre 

la materia en el Articulo 1° inciso segundo, del Decreto 1382 de 2000, por 

tratarse de la parte accionada de una entidad  del sector descentralizado por 

servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental. 

  

NATURALEZA DE LA ACCIÓN DE TUTELA: De acuerdo con el artículo 86 de la 

Constitución Política y los decretos que lo desarrollan, la acción de tutela procede 

para la protección inmediata de los derechos fundamentales cuando estos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública. Es un mecanismo residual o subsidiario de protección, que 

entra a operar a falta de otro medio de defensa judicial para el derecho afectado, 

a menos que se acuda a él como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

Según la norma en comento, son tres los supuestos de fundabilidad de la acción: 

 

1. Que se trate de derechos fundamentales 

2. Que sobre ellos recaiga una acción u omisión que implique su vulneración 

o se constituye en una amenaza de transgresión y 

3. La ausencia de otro instrumento judicial para su defensa 

 

Adicionalmente, la Corte Constitucional en su ya amplia trayectoria en las 

decisiones de las acciones de tutela, ha dicho sobre su naturaleza y alcance, en la 

T-01 del 3 de Abril de 1992, lo siguiente: 

 

“La acción de tutela no ha sido concebida para provocar la iniciación de 

procesos alternativos o sustitutivos de los ordinario, o especiales, ni para 

modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencias de los 

jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes, ni para 

otorgar a los litigantes la opción de rescatar pleitos ya perdidos, sino que 

tiene el propósito claro y definido, estricto y especifico, que el propio 

artículo 86 de la constitución indica, que no es otro diferente de brindar a 
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la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto 

efectivo de los derechos fundamentales que la carta le reconoce”. 

 

Por ser procedente y pertinente el despacho se permite transcribir primero los 

apartes de la sentencia T-37 de febrero 9 de 1993, donde fuera Magistrado 

ponente el Dr. José Gregorio Hernández Galindo, sobre la naturaleza y objeto de 

la acción de tutela, para una mayor claridad en este asunto, antes de entrar a 

decidir la procedencia o no de la acción de tutela en este caso: 

 

“El objeto especifico de la tutela consiste, como lo expresa la norma 

constitucional, en la protección inmediata de los derechos fundamentales 

de una persona cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o 

la omisión de cualquier autoridad pública o de particulares, en esta 

última hipótesis en los casos y dentro de las condiciones que la ley 

contemple. 

 

Así, pues, este instrumento no tiene el fin de dar solución a conflictos de 

ordinaria ocurrencia entre personas o entidades, si la materia de ellos 

corresponde simplemente a la normal contraposición de intereses, o a las 

dificultades que supone toda convivencia. Para que sea pertinente 

instaurar una acción de tutela debe existir al menos un motivo relacionado 

con los derechos fundamentales de la persona, puestos en peligro o 

conculcados de manera que la orden judicial sea el medio adecuado para 

amparar al peticionario garantizándola el disfrute de aquellos. En otros 

términos, es indispensable la proporcionalidad entre los hechos alegados 

por el petente y la protección judicial que solicita. 

 

En ese sentido, no toda disputa tiene que ser resuelta en los estrados 

judiciales, ni puede invocarse la acción de tutela como único mecanismo 

de solución si la misma naturaleza de la relación de que se trata ofrece 

posibilidades suficientes para discernir cuál es la solución a la 

controversia y para ponerla en práctica. (Subrayado nuestro). 

 

Es criterio de esta Corte que la “judicialización” de todo problema suscitado 

entre individuos o colectividades no conduce a nada distinto de la 

innecesaria congestión de lo tribunales con el consiguiente bloqueo a las 

causas que en verdad requieren intervención del juez. Ello perjudica en 

grado sumo el normal funcionamiento de las instituciones en cuanto distrae 

sin objeto la atención y el esfuerzo de las autoridades judiciales.” 
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DEL DERECHO CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL VULNERADO: El 

peticionario de tutela de manera expresa indica que los accionados le vulneraron 

sus derechos fundamentales Seguridad social en Pensiones; Igualdad, Vida Digna 

Mínimo Vital y Petición, considerando este despacho de entrada que su derecho 

fundamental que le ha sido transgredido es el del DEBIDO PROCESO.   

  

Sobre  e l  debido  proceso  que  enmarca  la  Const i tuc ión Nac ional  

en  su  ar t í cu lo  29  y  las  garant ías  que  t rae  cons igo  esta  norma 

supralegal ,  se  ha  d i cho  por  l a  Cor te  Cons t i tuc ional :   

 

“Corresponde  a la  noc ión  de  deb ido  proceso ,  e l  que  se  cumple  con  

ar reg lo  a los  p roced im ien to s  p rev iamente  d iseñados  para 

p reservar  las  garan t í as  que  pro tegen los  derechos  de  qu ienes 

es tán   invo luc rados  en  la  respec t iva re lac ión  o  s i tuac ión  jur íd i ca,  

cuando  qu ie ra que  la  au to r idad  jud ic ia l  o  admin is t ra t iv a deba 

ap l i car  l a  l ey  en  e l  Juzgamien to  de  un hecho  o  una conduc ta  

conc re ta,  l o  cual  conduzca a la  c reac ión ,  mod i f icac ión  o  ex t inc ión 

de  un  derecho  o  la  impos ic ión  de  una ob l igac ión  o  

sanc ión” . . . ”Pero  so lo  l as  ac tuac iones  jud ic ia l es  que  realmente  

con tengan una dec is ión  arb i t rar ia,  con  ev iden te ,  d i r e c ta e  

impor tan te  repe rcus ión  en  e l  proceso ,  en  per ju ic io  de  los  

derechos  fundamentales ,  pueden ser  suscep t ib l es  de  a taque  en 

sede  cons t i tuc ional .  No  as í  l as  dec is iones  que  es tén  sus ten tad as  

en  un de terminado  cr i te r io  j ur íd i co ,  que  pueda ser  admis ib le  a la  

luz  de l  o rdenamien to ,  o  in te rpre tac ión  de  las  normas ap l i cab les ,  

pues  de  lo  con trar io  se  es tar ía a te n tando  con tra e l  p r inc ip io  de 

la  au tonomía jud ic ia l ,  debe  tenerse  en  cons iderac ión  que  e l  Juez ,  

a l  ap l i car  l a  l ey ,  ha de  f i j ar  e l  a l cance  de  la  m isma,  es  d ec i r ,  

dar le  un  sen t ido  f ren te  al  caso .  La tarea in te rpre ta t iv a es ,  por  

e l l o ,  e lemento  prop io  de  la  ac t iv idad  jud ic ia l  s iempre ,  a menos 

que  la  d ispos ic ión  tenga un ún ico  y  exc lus ivo  en tend im ien to ,  l o  

cual  no  só lo  es  in f recuen te  s ino  ex trao rd inar io .  (Sen tenc ia T -162 

de  1998 de  la  Cor te  Cons t i tuc ional ) .  

 

LA VÍA DE HECHO JUDICIAL Y SU RECONOCIMIENTO 

EXCEPCIONAL A TRAVÉS DE LA ACCIÓN DE TUTELA :  La 

jur isprudenc ia  const i tuc ional  ha sosten ido  que  la  acc ión de  

tu te la  no  es  e l  mecanismo  judic ia l  idóneo  para  controver t i r  l as  

prov idenc ias  judic ia les ,  en  par t i cu lar  l as  que  han  hecho  

t ráns i to  a  cosa juzgada ,  sa lvo  que  l as  mismas  sean  e l  resu l tado  

de  una actuac ión arb i t rar i a  e  i l eg í t ima de  l a  autor idad  judic ia l ,  
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contrar ía  a l  o rden  jur íd ico  preestablec ido  y  v io la tor ia  de  l a s  

garant ías  cons t i tuc ionales  y  l ega les  que  integran  los  derechos 

fundamentales  a l  debido  proceso  y  a l  acceso  a  l a  adminis trac ión 

de  jus t ic i a .  

 

También  ha  establ ec ido  que ,  en  es tos  casos  excepc ionales ,  la  

conducta  desplegada por  e l  operador  jur íd ico  se  apar ta  de  la  

l eg i t imidad  imperante  y  se  const i tuye  en  una c lara  “v í a  de  

hecho”  pues  su proceder  es  más  e l  resu l tado  de  una va lorac ión 

subje t i va ,  capr ichosa  e  in fundada de l  asunto  somet ido  a  

examen,  que  una consecuenc ia  necesar ia  de  la  aprec iac ión 

probator ia  y  de  l a  ap l i cac ión concre ta  de  l a  l ey  sustanc ia l  y  

procesal .  

 

De  este  modo ,  son  aque l las  actuac iones  judic ia les  contrar ias  a 

l a  const i tuc ión y  a  las  l eyes ,  que  acusen una c lara 

inobservanc ia  de  los  va lores ,  pr inc ip ios  y  derechos  consagrados  

en  e l  o rdenamiento  jur íd ico ,  las  que  comportan verdaderas  “v ías  

de  hecho”  y ,  por  tanto ,  l as  que  pese  a  proyectarse  como 

def in i t i vas  e  inmutables ,  carecen  en  rea l idad de  todo  va lor  

jur íd ico  y  de  fuerza  e jecu tor ia .  Es ta  c i rcunstanc ia  excepc ional ,  

just i f i ca  entonces  su rev i s i ón por  par te  de l  juez  cons t i tuc ional ,  

buscando que,  por  su  intermedio ,  se  proceda  a  “ . . . res tablecer  l a  

l ega l idad  y  correg i r  e l  yerro  en  que haya podido  incurr i r  la  

autor idad  jur isd icc ional  a l  reso lver  sobre  un  caso  concreto”  

 

Bajo estos supuestos, la doctrina constitucional ha enunciado y definido las 

circunstancias a partir de las cuales puede tener lugar una “vía de hecho”. Así, 

ha considerado que ésta se estructura cuando en la actuación judicial se incurre: 

a) en defecto orgánico: la autoridad que tiene a su cargo la dirección del proceso y 

profiere la decisión de fondo, no es en realidad un juez natural; b) en defecto 

sustantivo; la decisión judicial es dictada con fundamento en una norma 

inaplicable al caso concreto, ya sea porque perdió vigencia, porque su utilización 

puede generar una inconstitucionalidad sobreviniente o, por que su contenido no 

guarda relación de conexidad material con los presupuestos de hecho a los cuales 

se ha aplicado; c) en defecto fáctico: Las pruebas que han sido aportadas al 

proceso resultan inadecuadas para tomar la decisión, ya sea por ineptitud 

jurídica o por simple insuficiencia material y finalmente, d) en defecto 

procedimental: Hay una manifiesta desviación de las formas propias del juicio 

que conduce a una amenaza o vulneración de los derechos y garantías de alguna 

de las partes o de los demás sujetos procesales con interés legítimo. 
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Respecto  de  l a  procedenc ia  excepc ional  de  l a  tute la  contra  las 

prov idenc ias  judic ia les ,  l a  Cor te  d i jo  en  la  misma prov idenc ia  

anter ior  sobre  la  v í a  de  hecho :  

 

“La conso l idada doc tr ina cons t i tuc ional  ha admit ido  que  las  

prov idenc ias  jud ic ia les  pueden presen tar  v ic ios  en  su 

conf igurac ión ,  denominados  v ías  de  hecho ,  de  conformidad  con 

los  c r i te r ios  esbozados  po r  es ta Cor te ,  a  par t i r  de  la  sen te nc ia 

C .543 de  1992.  En  té rm inos  generales ,  d icha f igura resu l ta de  la  

ac tu ac ión  de  los  func ionar ios  con  poder  jud ic ia l  de  manera 

arb i t rar ia y  capr i chosa,  s in  fundamento  ob je t ivo  y  razonab le ,  

apar tad a de  los  parámetros  cons t i tuc ionales  y  legales ,  s in 

operanc ía de  los  p r inc ip ios  de  legal idad  y  segur idad  jur íd i ca,  por  

l a  impos ic ión  de l  in te rés  prop io  de  aque l los ,  med ian te  

compor tamien tos  que  pr ima fac ie  parec ie ran  re f le jar  l os  

mandatos  con ten idos  en  e l  o rdenamien to  jur íd i co  v igen te ,  dada 

la cal idad  de  au tor idad de l  func ionar io  que  la  p ro f ie re  y  de  la  

po tes tad  que  e je rc i ta,  pero  que  bajo  un examen más  es tr i c to  ta l es  

supues tos  resu l tan descar tados .  

 

“Puede  hab larse  de  una verdadera  v ía de  hecho  cuando  la tacha 

que  se  le  ad jud ica a una ac tu ac ión  jud ic ia l  se  cal i f i ca como 

abus iva y  c laramente  les iva de l  o rdenamien to  jur íd i co  y  de  los  

derechos  fundamentales  de  qu ien  la  denunc ia,  y  con tr a la  cual  

no  ex is ten  o  ya se  encuen tran  ago tados  los  med ios  jud ic ia l es  de  

de fensa aprop iados ,  que  hacen proceden te  las  o rdenes 

de f in i t i v as  de  pro te cc ión  med ian te  e l  t rámi te  de  la  acc ión  de  

tu te la o  de  manera temporal  para con trar res tar  un per ju ic io  

i r remed iab le  que  acecha en  fo rma inminen te  con tra los  m ismos  

que  to rnan en  urgen te  la  adopc ión  de  med idas  cor rec t ivas  para  

salvaguarda y  pre servac ión” .  

 

En ta l es  condic iones ,  debe  es tudiarse  en  pr imer  lugar ,  s i  

e fec t i vamente  a l  acc ionante  l a  ent idad  acc ionada le  vu lneró  e l  

derecho  fundamental  de l  debido  proceso ,  const i tuyéndose  as í  

una v ía  de  hecho o  un  per ju ic io  i r remediable  que  requiera  de  l a  

adopc ión  de  una medida  const i tuc ional  en  aras  de  sa lvaguardar  

e l  derecho  a l  debido  proceso .   
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Pero debe tenerse en cuenta que las anteriores consideraciones son también 

aplicables a las decisiones administrativas conforme lo señala el artículo 29 de la 

Constitución Nacional 

 

DE LOS ASPECTOS PARTICULARES DEL ASUNTO QUE OCUPA : Del examen 

de estas diligencias se advierte que la entidad accionada JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACION DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA, no vulnero a la accionante 

MARIA ROQUELINA URRUTIA derecho fundamental alguno por lo siguiente.  

 

Sea lo primero advertir que el tema principal de esta Acción Constitucional es 

que, según los hechos, se duele la accionante ROQUELINA URRUTIA que se le 

han vulnerado sus derechos fundamentales únicamente por parte de la 

accionada Colpensiones, por cuanto a la fecha no se ha servido gestionar ante la 

Junta Regional de Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral, el pago de los 

correspondientes honorarios, para poder continuar con su trámite de apelación 

interpuesto frente al  dictamen N° 088464 del 14 de Julio de 2020 ante la Junta 

Nacional de Calificación; omisión que no se le puede imputar a la accionada 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ toda vez que, como lo 

aseguró en su respuesta de tutela JRCIA N° 2596-22 del 03 de febrero del año 

que avanza, ellos enviaron a COLPENSIONES vía correo electrónico el jueves 27 

de mayo de 2021 a la 1:48 p.m. (Adjunto documento) copia de la decisión del 

recurso de apelación y se les indicó además del pago de los correspondientes 

honorarios; desvirtuando todo informado por Colpensiones en su repuesta 

radicado BZ2022_13330387-0297956 del 04 de febrero de 2022 en la que piden 

que la Junta Regional les notifique sobre la obligación de cancelar esos 

honorarios, máxime cuando de un lado a parte de la constancia allegada que da 

cuenta que ellos así lo realizaron, COLPENSIONES como la misma Junta 

Regional lo advierte; son conocedores sobre las normas y procedimientos que 

deben surtir en ese sentido; por lo que ese requerimiento que ellos piden en 

cuanto que la Junta Regional les notifique de ese pago, no es de recibo.  

 

Ahora, del examen de estas diligencias y de lo anteriormente anotado, se advierte 

que la entidad accionada COLPENSIONES efectivamente si le está vulnerando a 

la solicitante de tutela señora MARIA ROQUELINA URRUTIA MOSQUERA sus 

derechos constitucionales fundamentales por lo siguiente: 

 

En efecto, como la misma solicitante lo manifiesta en su escrito de tutela, la 

omisión de COLPENSIONES de pagar los honorarios ante la JUNTA NACIONAL 

DE CALIFICACION DE INVALIDEZ y acreditar ese pago ante la JUNTA REGIONAL 

DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA, que corresponde a su primer 

pedimento, le impide el acceso para que a ella se le pueda resolver su RECURSO 
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DE APELACION frente a su calificación de pérdida de capacidad laboral; lo que no 

se explica por qué de la tardanza por parte de esa entidad en cumplir con esa 

exigencia a sabiendas de, como la misma JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION 

DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA lo indica en su respuesta, la entidad AFP 

COLPENSIONES sabe perfectamente las normas y procedimientos, pues son 

muchos los casos que tramitan en esa junta y muchos recursos de apelación que 

se le tramitan, pues es esa misma entidad a quien se le informa siempre, como se 

hizo en este caso y que se allego constancia, del 27 de mayo de 2021 que es ella 

quien debe pagar dichos honorarios.   

 

Es por ello que con el proceder de la entidad COLPENSIONES al no emitir la 

constancia del pago de los correspondientes honorarios, y acreditar su pago ante 

la JUNTA REGIONAL DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA para ellos poder remitir el 

caso de la accionante MARIA ROQUELINA URRUTIA a la JUNTA NACIONAL, se le 

esta vulnerando su derecho fundamental al debido proceso.  

 

Por tanto, resulta pertinente concluir que la entidad accionada COLPENSIONES 

si vulnero a la actora su derecho fundamental al DEBIDO PROCESO, razón por la 

cual debe accederse a concederle el amparo, ORDENÁNDOLE a la misma que en 

un término razonable produzca el acto administrativo, esto es, proceda a pagar 

LOS HONORARIOS ante la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ 

y acredite dicho pago a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ 

DE ANTIOQUIA, para que esta última se sirva REMITIR EL EXPEDIENTE con 

todos los documentos radicados, formados con ocasión del DICTAMEN de pérdida 

de capacidad laboral efectuado a la accionante MARIA ROQUELINA URRUTIA 

MOSQUERA, para que se surta el correspondiente RECURSO DE APELACION, 

término que para el caso se estima que deber ser el máximo de las cuarenta y 

ocho (48) horas siguientes al de la notificación a la entidad accionada de esta 

decisión. Se dispondrá que COLPENSIONES a través de su representante legal 

haga saber al juzgado, por escrito, tan pronto como proceda según la orden 

impartida y en el término al efecto previsto, que cumplió la decisión. 

  

En cuanto a la accionada JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ 

DE ANTIOQUIA en ningún momento vulnero al accionante derecho fundamental 

alguno por lo que, conforme al artículo 29 de la Constitución Nacional que 

consagra el Debido Proceso aplicable a las decisiones administrativas; no se 

observa que se haya incurrido en ningún de los defectos que permitan inferir que 

a la señora URRUTIA MOSQUERA se le haya vulnerado sus derechos 

fundamentales.  
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Con fundamento en lo expuesto, el Juzgado Primero en lo Civil del Circuito de 

Oralidad de Medellín, adopta la siguiente  

 

D E C I S I Ó N: 

 

 

PRIMERO: CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales invocados por 

la señora MARIA ROQUELINA URRUTIA MOSQUERA identificado con la cédula 

39.415.313, dentro del trámite de la acción de tutela instaurada contra 

COLPENSIONES.  

 

SEGUNDO: ORDENAR, en consecuencia, al Representante Legal de 

COLPENSIONES que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes 

a la notificación que se le haga de esta providencia, produzca el acto 

administrativo, esto es, proceda al pago de LOS HONORARIOS ante la JUNTA 

NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ y acredite dicho pago a la JUNTA 

REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA, para que esta 

última se sirva REMITIR EL EXPEDIENTE con todos los documentos radicados, 

formados con ocasión del DICTAMEN de pérdida de capacidad laboral efectuado  

a la accionante MARIA ROQUELINA URRUTIA MOSQUERA, para que se surta el 

correspondiente RECURSO DE APELACION. 

 

TERCERO: EXHONERAR a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE 

INVALIDEZ DE ANTIOQUIA, por cuanto esa entidad no vulnero derecho 

fundamental alguno a la accionante.  

 

CUARTO: Esta decisión admite impugnación dentro de los tres (3) días 

siguientes a la notificación. En caso de no serlo se enviará a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión.  

 

QUINTO: LÍBRESE notificaciones a las partes o intervinientes es en esta acción 

de tutela conforme lo disponen los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 de 1991, y 

el artículo 5 del Decreto 306 de 1992, a más tardar al día siguiente del 

proferimiento de este fallo. 

 

 

NOTIFIQUESE                        
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      JUEZ 
 
Firma escaneada art. 11 del Decreto 491 de 2020 

DGP    

 

  

 

  

 


